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Prolongación de prisión preventivaProlongación de prisión preventivaProlongación de prisión preventivaProlongación de prisión preventiva    y revisión de la prisión preventivay revisión de la prisión preventivay revisión de la prisión preventivay revisión de la prisión preventiva    

I.I.I.I. Sobre lo expuesto, es cierto que tenemos dos sentencias, una de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y otra del Tribunal Constitucional, las cuales 
escoltan una importante doctrina que exige la revisión periódica incluso de oficio de la 
prisión preventiva para evitar la reclusión injustificada; sin embargo, esta obligación 
reposada en el fundamentalismo libertario, favor libertatis, en primer orden, debe ser 
casuística, no sólo aritmética; será el caso concreto el que determine la intensidad o 
frecuencia de esta revisión; pues este razonamiento lineal corresponde siempre que no 
exista en el Código Procesal Penal algún mecanismo en concreto, o en el caso específico 
se evidencie en el expediente que no existe ninguna posibilidad de que la parte lo pida, o 
se trate de un imputado en condición de vulnerabilidad o el juez de garantías, tenga la 
certeza, por la dinámica procesal de la existencia de elementos materiales de 
investigación que hubieran modificado (rebus sic stantibus) las condiciones por las que 
se emitió la prisión preventiva; porque si el legislador ha previsto que la parte lo puede 
pedir, entonces la obligación del juez de revisar de oficio las prisiones preventivas; 
aunque no se excluye su funcionalidad y validez constitucional, sólo sería factible si el 
código no lo permitiera, pero la normatividad adjetiva peruana lo permite, y no sólo lo 
permite, sino que además ha consignado que puede pedir la variación o el cese las veces 
que lo requiera. Por lo tanto, la revisión de una prolongación se debe concentrar en sus 
dos elementos básicos, como se mencionó reiteradamente. 
II.II.II.II. Dicho ello, el juez y las partes han llevado la discusión por un terreno que no 
corresponde, para eso existe la variación de prisión preventiva oficiosa o a pedido de 
parte; si los medios de convicción han desaparecido o se han precipitado o fuera una 
modificación de corroboración manifiestamente patente. El juez tiene que cumplir la ley 
y ordenar las cosas en el cauce que corresponda, es decir, si hay un artículo que permite 
la variación de la prisión o cese ese es su camino, no se puede utilizar otros 
procedimientos para analizar situaciones que no corresponden. De ese modo se descarta 
la aplicación, en este caso específico, de la jurisprudencia interamericana invocada que 
no es pertinente, no se conoce que exista dilaciones indebidas, que el recurrente esté 
imposibilitado de pedirla, que exista un contexto de persona en condiciones de 
vulnerabilidad, o que la jueza de garantía suprema, hubiera conocido con certeza actos o 
elementos de investigación preparatoria que hubieran podido modificar las razones que 
justificaron la prisión preventiva o cualquier otra razón semejante; mucho más si el 
procesado puede activar este pedido, las veces que considere, como corresponde. 
IIIIIIIIIIII.    Después, esta Sala Penal Suprema aprecia que en el auto de primera instancia no se 
vulneró el principio jurisdiccional de la motivación de las resoluciones judiciales, 
instituido en el artículo 139, numeral 5, de la Constitución Política del Estado. De este 
modo, el recurso de apelación se declarará infundado y el auto de primera instancia será 
confirmado. 
 

AUTO DE APELACIÓNAUTO DE APELACIÓNAUTO DE APELACIÓNAUTO DE APELACIÓN    

Sala Penal PermanenteSala Penal PermanenteSala Penal PermanenteSala Penal Permanente    

Apelación Apelación Apelación Apelación n.° n.° n.° n.° 292292292292----2023/2023/2023/2023/Corte SupremaCorte SupremaCorte SupremaCorte Suprema    

Lima, dieciséis de noviembre de dos mil veintitrés 

    AUTOS Y VISTOS: AUTOS Y VISTOS: AUTOS Y VISTOS: AUTOS Y VISTOS: el recurso de apelación interpuesto 
por la defensa técnica del procesado FREDDY RONALD DÍAZ MONAGO 
contra el Auto n.o 3 (de primera instancia), del veinticuatro de octubre de dos 
mil veintitrés (foja 742), emitido por el Juzgado Supremo de Investigación 
Preparatoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, que declaró 
fundado el requerimiento de prolongación de prisión preventiva contra el 
referido imputado en el proceso que se le sigue por el presunto delito de 
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violación sexual agravado, en perjuicio de la víctima identificada con las 
iniciales M. J. P. R.; y prolongó por nueve (09) meses adicionales la medida 
de prisión preventiva decretada, que se computará desde el veinte de 
noviembre de dos mil veintitrés y vencerá el diecinueve de agosto de dos 
mil veinticuatro.  

Intervino como ponente el señor juez supremo LUJÁN TÚPEZ. 

CONSIDERANDOCONSIDERANDOCONSIDERANDOCONSIDERANDO    

§ I. Del procedimiento en primera instancia§ I. Del procedimiento en primera instancia§ I. Del procedimiento en primera instancia§ I. Del procedimiento en primera instancia    

Primero.Primero.Primero.Primero. Mediante requerimiento del dieciséis de octubre de dos mil 
veintitrés (foja 2), la representante del MINISTERIO PÚBLICO solicitó la 
prolongación de prisión preventiva contra el procesado FREDDY RONALD 

DÍAZ MONAGO en el proceso que se le sigue por el presunto delito de 
violación sexual agravado, en perjuicio de M. J. P. R. (35). 
Luego, a través del auto del dieciocho de octubre de dos mil veintitrés (foja 
383), se admitió a trámite el aludido requerimiento y se convocó a las 
partes procesales a la sesión correspondiente. Previamente mediante auto 
del veinte de octubre de dos mil veintitrés (foja 411) se precisó que la 
audiencia se realizaría de manera mixta (presencial y virtual).  

Segundo. Segundo. Segundo. Segundo. En la audiencia respectiva, conforme al acta concerniente (foja 

779), se expusieron las alegaciones de los sujetos procesales intervinientes 
y se realizaron las réplicas y dúplicas pertinentes.  
Después, mediante el auto de primera instancia, del veinticuatro de 
octubre de dos mil veintitrés (foja 742), se declaró fundado el requerimiento 
de prolongación de prisión preventiva. 
En ese orden, se estableció lo siguiente: 

2.1.2.1.2.1.2.1. El procesado se encuentra con prisión preventiva de nueve meses, por mandato de 
la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República 
(recurso de apelación n.° 37-2023/Corte Suprema) que vencerá el diecinueve de 
noviembre de dos mil veintitrés. Empero, antes del vencimiento de la medida el 
Ministerio Público solicitó la prolongación por nueve meses adicionales y se basó 
en que se realizaron una serie de actos de investigación por la presencia de una 
imputación alternativa, lo que evidenció su complejidad; luego del acopio de 
elementos de cargo y descargo se arribó a la imputación concreta circunscrita al 
delito de violación sexual agravado.   

2.2.2.2.2.2.2.2. La defensa cuestionó que se habría alterado la imputación fáctica, sin embargo, la 
sindicación versa en haber accedido carnalmente sin consentimiento en 
circunstancias de embriaguez a la agraviada en la oficina del despacho congresal. 
El núcleo central de la imputación se mantiene. 

2.3.2.3.2.3.2.3. Inicialmente, no sólo se advirtieron las actuaciones de investigación respecto a la 
trascripción y el trámite posterior que conlleva los registros fílmicos 
proporcionados por el Congreso de la República, el Banco Central de Reserva, la 
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Municipalidad de Lima y el testigo Rodrigo Huarancca, sino también que se 
recabó documentación del Poder Legislativo y los antecedentes penales del 
investigado. Estas actuaciones nutrieron el plazo primigenio de investigación. 

2.4.2.4.2.4.2.4. Posteriormente, a solicitud de la defensa del propio investigado, se llevaron a 
cabo: las declaraciones de Loana Paredes Müller, del médico legista Jorge Luis 
Inca Torres, del perito psicólogo Bredman Eusebio Arteaga Rojas, de los médicos 
psiquiatras Flor de María Salazar Rojas y Manuel Sotelo Trinidad; la evaluación 
psiquiátrica n.° 036607-2023-PSQ del veinticuatro de agosto de dos mil veintitrés 
practicado a la agraviada; así como la visualización y trascripción del contenido 
del CD otorgado por la defensa del investigado y  llevar a cabo las actuaciones 
concernientes a la prueba  anticipada practicada a la declaración de la agraviada 
como, que produjo la extensión del plazo de investigación preparatoria. 

2.5.2.5.2.5.2.5. Pese a ello la defensa no aportó otros elementos de convicción idóneos que 
debiliten el nivel de sospecha fuerte de los elementos de convicción que 
sustentaron la prisión preventiva originaria. No se advierte medio idóneo para 
contradecir la hipótesis de cargo, en ese sentido, la prognosis de pena del delito 
incoado no fue desvirtuada, luego se mantiene. 

2.6.2.6.2.6.2.6. En ese sentido, los argumentos del fiscal sí justifican una “especial dificultad o 
prolongación de la investigación o del proceso”, pese a que inicialmente se 
dispuso una investigación preparatoria con un plazo simple, dado que en el 
transcurso de la investigación se ejecutaron actos de investigación que no sólo el 
Ministerio Público dispuso realizar, sino también el investigado; actos de 
investigación de una especial complejidad, como las pericias psicológicas y 
psiquiátricas, entre otras. Además, se tramitó la declaración de la agraviada como 
prueba anticipada que conllevó diversas sesiones (tomó un mes y quince días 
recabarla), los cuales otorgaron una especial dificultad por su prolongación en el 
tiempo que aunado a los actos de investigación complejos (pericias y declaraciones 
de los peritos) determinaron la prolongación de la investigación preparatoria, 
inclusive extralimitándose en el plazo.  

2.7.2.7.2.7.2.7. No se acreditó la falta de proactividad del Ministerio Público, sino una 
investigación dinámica, en que se realizó no sólo actividad probatoria de cargo, 
sino de descargo. La complejidad se advierte de la actuación de pericias y también 
de la cantidad de elementos de convicción a analizar. Existen diecinueve órganos 
de prueba personal (peritos y testigos) y la oralización de 39 documentos (entre 
ellos informes periciales), sin contar los que ofrecerán el imputado y la agraviada. 
Al tratarse de un delito de ejecución clandestina fue necesario la realización de 
pruebas especiales que dotaron de dificultad al desarrollo de la etapa 
investigativa, que importó que las partes ejerzan su derecho de defensa 
solicitando la actuación de diversas diligencias, incluso la interposición de medios 
de defensa. Ello generó la precisión del tipo penal. Se recabaron nuevos elementos 
de convicción que mantienen el nivel de sospecha fuerte que hace compleja no 
sólo la etapa intermedia sino un eventual juzgamiento por la cantidad y 
complejidad de información, conforme a los debates periciales que se 
desarrollarían. 

2.8.2.8.2.8.2.8. En cuanto al presupuesto consistente en la subsistencia del peligro procesal 
(peligro de fuga o de obstaculización) sobre su arraigo domiciliario, el inmueble 
identificado no fue ubicado por autoridad pública; respecto a su arraigo familiar, 
no vive con su madre, y la entrega de dinero acredita su condición de buen hijo, 
pero no es de calidad; sobre el arraigo laboral, en la ferretería donde laboraría en 
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realidad se ubicó una guardería cuyo representante no conoce al investigado. Se 
consideró la gravedad de la pena, el prevalimiento laboral como alto funcionario 
del Estado hacia su subordinada, la agraviada. Sobre el peligro de obstaculización, 
dictada la prisión preventiva el procesado se puso a derecho, no obstante, 
mantiene un comportamiento errático que radica en la presentación de un 
contrato laboral que se acreditó ser inexistente, asimismo, la desaparición de 
evidencia (preservativo) que hace presumir el ocultamiento de muestras. Lo 
expuesto por la testigo Danitza Emily Ñiquén Enríquez, quien refirió que un 
amigo en común, pidió que retire la denuncia. Lo expuesto por Loana Paredes 
Müller que señaló que el procesado le habría solicitado mentir a los medios de 
comunicación. 

2.9.2.9.2.9.2.9. En ese sentido, es razonable y proporcional que se prolongue la prisión 
preventiva por nueve meses, que son suficientes para concluir con el proceso.  

    
Tercero. Tercero. Tercero. Tercero. Contra el auto de primera instancia, la defensa técnica del 
investigado FREDDY RONALD DÍAZ MONAGO interpuso el recurso de 
apelación del dos de noviembre de dos mil veintitrés (foja 821).  
Expresó como agravios lo siguiente: 

3.1.3.1.3.1.3.1. Existe infracción a la motivación de las resoluciones judiciales por motivación 
sustancialmente incongruente en la modalidad de incongruencia omisiva en 
cuanto a la especial dificultad en la investigación o prolongación de la 
investigación o del proceso, por cuanto no se otorga argumentación alguna 
respecto a lo sostenido por la defensa como antítesis de lo postulado por el 
Ministerio Público, pues postula circunstancias que importaron una especial 
dificultad, es decir, en tiempo pasado, cuando estos deben ser en tiempo presente 
y proyectados hacia el futuro; además los actos de defensa solicitados para 
justificar la medida importa responsabilizar al investigado por el hecho de 
defenderse. E incluso la pericia psiquiátrica que se postula como imprevisible, 
realmente es un acto de investigación común y ordinario dentro de la probática 
de delitos sexuales. Igualmente, la realización de las etapas del proceso (etapa 
intermedia y juicio oral) no pueden ser imputados al investigado en su perjuicio. 

3.2.3.2.3.2.3.2. También se presenta una motivación aparente respecto a la subsistencia del 
estándar de sospecha fuerte de los graves y fundados elementos de convicción que 
motivaron la imposición de la prisión preventiva, dado que se postuló que el 
estándar de sospecha fuerte que motivó la imposición de la medida no se mantuvo 
en el tiempo por la realización de diversos actos de investigación de cargo y 
descargo que habrían disminuido la sospecha inicial. Durante el debate, la fiscalía 
postuló que los graves y fundados elementos de convicción no podían ser materia 
de debate por no estar textualmente incluidos en la normativa que regula la 
prolongación de prisión preventiva, sin embargo, la defensa postuló que también 
se debe ponderar la subsistencia de todos los elementos que motivaron la 
imposición de la medida inicial, conforme lo señala el fundamento jurídico 74 de 
la sentencia de la CIDH del caso Bayarri vs. Argentina. Así la declaración de la 
testigo Loana Paredes Müller aporta que la presunta agraviada era amante del 
investigado; el médico legista Luis Inca Torres y el Informe pericial ponen en 
cuestionamiento la relevancia del certificado médico legal dada las múltiples 
omisiones y contradicciones que presenta; la declaración de Bredman Arteaga 
Rojas, tomada en base al contraperitaje a la entrevista única de la víctima, el 
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análisis psicológico forense al protocolo de pericia psicológica de la víctima, el 
perfil psicosexual practicado al procesado, y el peritaje del lenguaje verbal y no 
verbal de los videos donde participan la agraviada y su pareja, evidencia que la 
agraviada no presenta signos típicos de una víctima de abuso sexual, sino una 
discusión de pareja; por otro lado, el relato de la agraviada presenta múltiples 
contradicciones, nerviosismo, incoherencia y falta de veracidad, y sobre el análisis 
psicológico de la víctima no muestra afectación psicológica directa por la 
violación, sino ansiedad relacionada por el proceso de investigación, y sobre el 
perfil del investigado no muestra rasgos de ser un agresor sexual; el informe 
médico psiquiátrico practicado a la agraviada evidencia deficiencias en la 
evaluación pericial y señala la vulnerabilidad psicológica de la agraviada que 
puede influir en su respuesta a situaciones traumáticas; la declaración de las 
peritos psicólogas evidencian que no se presenta afectación emocional asociado a 
los hechos denunciados y reacción ansiosa situacional asociada al proceso de 
investigación. De otro lado, se señaló que la imputación jurídica radica en el 
contexto de embriaguez de la víctima que habría impedido dar su libre 
consentimiento, empero, el informe pericial forense de examen toxicológico 
arrojó para dosaje etílico la cantidad de 0.00 g/L, así como negativo para análisis 
de droga, todo ello evidencia que no existen elementos de convicción que 
sostengan la imputación jurídica de violación sexual en un estado de embriaguez.     

3.3.3.3.3.3.3.3. Asimismo, se presenta una motivación sustancialmente incongruente en la 
modalidad de incongruencia activa respecto al extremo de peligro de 
obstaculización, en tanto que introduce un argumento que no fue postulado, ni 
fue objeto de debate (respecto a la declaración de Loana Paredes Müller en que se le 
habría pedido que mienta a los medios de comunicación), lo que importa la nulidad de 
la resolución judicial. 

3.4.3.4.3.4.3.4. Motivación aparente respecto al extremo de peligro de obstaculización, por 
cuanto se remitió a los argumentos de la fiscalía (en cuanto al acta de visualización y 
transcripción de evidencia digital –videos- proporcionados por el testigo Juan Arturo 
Rodrigo Huarancca y la declaración de la testigo Danitza Emily Ñiquén Enríquez), lo 
cual no está prohibido, pero se exige un razonamiento judicial al respecto.  

3.5.3.5.3.5.3.5. Motivación aparente en cuanto a la proporcionalidad del plazo de la prolongación 
de la prisión preventiva, dado que el juez no justifica las razones por las cuales 
debe prolongar la prisión preventiva, ni explica porque considera necesario un 
plazo de nueve meses adicionales. 

En ese sentido, solicitó que se declare la nulidad del auto recurrido. 
Por ello, a través del auto del dos de noviembre de dos mil veintitrés (foja 

873), la impugnación fue concedida y se dispuso elevar los actuados al 
superior en grado.  

§ II. Del procedimiento en la instancia suprema§ II. Del procedimiento en la instancia suprema§ II. Del procedimiento en la instancia suprema§ II. Del procedimiento en la instancia suprema    

CuartoCuartoCuartoCuarto. . . . En esta sede suprema se emitió el decreto del ocho de noviembre 
de dos mil veintitrés (foja 877 del cuaderno supremo), que señaló el quince de 
noviembre del mismo año como fecha para la vista de la apelación.  
Se emplazó a los sujetos procesales, conforme a la notificación de autos 
(fojas 878 y 879 del cuaderno supremo). 
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QuintoQuintoQuintoQuinto. . . . Llevada a cabo la audiencia de apelación, se celebró de inmediato 
la deliberación en sesión privada. Efectuada la votación, y por unanimidad, 
corresponde dictar el presente auto de vista.  

§ III. § III. § III. § III. Fundamentos del Tribunal SupremoFundamentos del Tribunal SupremoFundamentos del Tribunal SupremoFundamentos del Tribunal Supremo    

SextSextSextSextoooo. . . . La censura de apelación estriba en establecer si, conforme a la 
impugnación formulada, concierne estimar si la resolución materia de 
cuestionamiento debe ser declarada nula, en tanto habría trasgredido el 
deber de motivación de las resoluciones judiciales al prolongar la prisión 
preventiva dictada contra el procesado por el plazo de nueve meses. 

Séptimo.Séptimo.Séptimo.Séptimo. La prolongación de la prisión preventiva se encuentra regulada 
en el inciso 1 del artículo 274, del Código Procesal Penal, que estipula lo 
siguiente: 

Cuando concurran circunstancias que importen una especial dificultad o 
prolongación de la investigación o del proceso y que el imputado pudiera 
sustraerse a la acción de la justicia u obstaculizar la actividad probatoria, el plazo 
de la prisión preventiva podrá prolongarse: 

a) Para los procesos comunes hasta por nueve (9) meses adicionales. 

La norma adjetiva, para dictar la prolongación de la prisión preventiva, 
contiene una doble exigencia fáctica que es de ineludible cumplimiento, y 
se aplica: 

a)a)a)a) Si existe especial dificultad o prolongación de la investigación o del 
proceso,  

b)b)b)b) Y, si subsiste el peligro de fuga o de riesgo de perturbación de la 
actividad probatoria.  

Tales supuestos, de acuerdo a la defensa del procesado, no merecieron una 
adecuada motivación para sustentarlas, de ahí que su pretensión sea 
nulificante y no revocatoria, como sostuvo con insistencia.  

Octavo.Octavo.Octavo.Octavo. Ahora bien, conforme a los argumentos expuestos por el 
recurrente, quien invoca la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en la sentencia Bayarri vs. Argentina, la cual señala 
que si no hay elementos o no subsisten los elementos para mantenerlo en 
prisión no podría prolongarse la prisión; en el mismo sentido, el Tribunal 
Constitucional emitió la sentencia en el caso de Yoshiyama Tanaka 
(expediente 03248-2019-PHC/TC), donde se fija doctrina vinculante 
sobre la prisión preventiva y la revisión periódica de oficio; empero, el caso 
concreto se trata de una prolongación de la prisión preventiva, donde lo 
que corresponde en pertinencia es ver sólo si hay una especial dificultad 
para concluir la investigación o el proceso y si el peligrosismo persiste, 
como se mencionó previamente. 
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Noveno.Noveno.Noveno.Noveno. De otro lado, existe un hecho concreto, esto es que el trece de 
octubre de dos mil veintitrés se concluyó la investigación, dado que se 
emitió el requerimiento de acusación (foja 119), de esa forma el proceso se 
encuentra en etapa intermedia, en cuyo sentido el pedido de la 
prolongación de prisión preventiva recaería, en tanto que vence el veinte 
de noviembre de dos mil veintitrés, en la etapa procesal de juzgamiento. 
Estos datos procesales fueron reconocidos tanto por el recurrente como 
por el Ministerio Público, en sus alegatos expuestos en la audiencia de 
vista, ante esta Sala Suprema. 

Décimo.Décimo.Décimo.Décimo. En primer orden, la regla de la prisión preventiva, es una 
excepción, pero no depende de lo abstracto, sino que esta se debe 
materializar en el caso concreto, para determinar si se configura o no la 
excepción, es decir, el que una persona esté en prisión y para eso se 
necesita verificar la concurrencia de tres requisitos que en el caso concreto 
se analizaron en su oportunidad. Después su variación o cese, que es 
distinto a la evaluación de prolongación del plazo de prisión, requiere que 
las condiciones materiales por las que emitió la restricción de libertad 
hubieran variado. 

DDDDeeeecimoprimero.cimoprimero.cimoprimero.cimoprimero. Así pues, para la aplicación de la prolongación de la 
prisión preventiva lo que corresponde analizar o revisar es el 
cumplimiento del circuito fijado en el artículo 274 del código adjetivo, y 
esas son las dos cuestiones mencionadas previamente: que exista una 
especial dificultad o prolongación de la investigación o del proceso y 
segundo, que el imputado pudiera sustraerse de la acción de la justicia o 
pudiera obstaculizar la actividad probatoria. Los demás argumentos que se 
expresen, en tanto aquellos aparezcan en el razonamiento judicial como 
respuesta a los agravios del recurrente, no pueden servir para anular o 
derribar la eficiencia jurisdiccional de la recurrida. 

DDDDeeeecimocimocimocimosegsegsegsegundoundoundoundo.... Así, el procesado argumentó que la decisión emitida viola 
su derecho a la motivación, todos sus argumentos y pretensión están 
referidos a ese aspecto, y se enfoca en resaltar que no se ha contestado sus 
objeciones en primera instancia, ni tampoco hay elementos graves y 
fundados dado que el dosaje etílico practicado a la agraviada dio como 
resultado 0.00 g/L, es decir, que la agraviada no se encontraba en estado 
de embriaguez; que el médico legista señala que la víctima tiene 
hematomas, escoriaciones, pero que el experto galeno de parte descalificó 
el certificado mencionado; asimismo, que los peritos psicólogos también 
han descartado que la víctima tenga algún tipo de estresor sexual; 
igualmente, se presentaron los peritos que hacen lectura verbal y no 
verbal, quienes determinaron que la conversación que tuvo la agraviada 
con su expareja sólo tiene un contexto de pelea de celos, donde le reclama 
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su accionar, y por último, existe un psiquiatra de parte que dice que la 
conducta del imputado es correcta, así como que la testigo Loana Paredes 
Müller dijo que la agraviada era su amante; de ese modo en ese escenario 
no existe nada que establecer en tanto se desvirtúan los elementos de 
convicción que daban cuenta de la presencia de una sospecha grave del 
delito atribuido (el contenido de sus argumentos se encuentra reseñado ut supra). 

DDDDeeeecimocimocimocimotercerotercerotercerotercero.... Empero existe una cuestión material a considerar, los 
elementos graves y fundados que la fiscalía tenía y que se sostenían en el 
certificado médico practicado a la agraviada muestran a una persona que 
no había tenido relaciones normales (sino contranatura), e incluso que tenía 
lesiones traumáticas recientes (en muslos, pierna y región escapular –foja 650–), que 
el investigado sostiene radica porque esa acción “que fue consentida” 
sucedió en varios lugares, empero no se puede perder de vista que se trata 
de una etapa incidental donde el juez de investigación preparatoria no 
realiza la valoración de pruebas porque eso le corresponde al juez de 
juzgamiento; así, lo que realiza el juez de investigación preparatoria es 
verificar si la hipótesis del fiscal o la hipótesis de la defensa tienen respaldo 
en elementos de investigación, entonces el resultado del examen médico 
legal no puede ser opuesto y radicar en que un médico diga que el 
certificado tiene deficiencias, dado que la técnica no borra el hecho de 
inmediación; lo expuesto por el perito de parte no cambia los hechos, y por 
el contrario si se quiere razonar si el certificado fue erróneamente 
elaborado es materia de juzgamiento y no de un incidente. El informe 
médico contradictor del galeno Jorge Luis Inca Torres, que versa sobre la 
revisión y observaciones de la construcción lógica y técnica del certificado 
médico, en principio, resulta un razonamiento ajeno a determinar la 
“especial dificultad” que es lo que corresponde evaluar en una prolongación 
de prisión preventiva; y en segundo lugar, no tiene mayor potencia 
colaborativa para desvanecer las conclusiones sobre la fundabilidad o 
gravedad de los elementos materiales de investigación, porque no es un 
informe o examen a la persona supuestamente agredida, sino sobre el 
documento elaborado por quien auscultó a la supuestamente ofendida 
sexual. 

DDDDecimocuartoecimocuartoecimocuartoecimocuarto.... Con relación a que los peritos psicólogos, en especial el 
psicólogo Bredman Eusebio Arteaga Rojas (foja 467), dijeron que la 
agraviada no tiene indicadores de estresor sexual, posee el mismo contexto 
dialéctico, pues existe un problema porque hay peritos de cargo que 
sostienen lo contrario, y esa diferencia o aspecto también corresponde ser 
analizado en un eventual juicio, en tanto que no se trata de una pericia 
sobre el mismo objeto pericial (la psicología de la agraviada) sino sobre el 
documento sobre el que se peritó, así no es un asunto que modifique el 
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razonamiento científico de inmediación con la psyké periciada, sino sobre el 
informe conclusivo; por lo tanto, en todo caso, es materia de valoración 
que se verá en el fondo del asunto. Resulta también, un razonamiento 
ajeno a determinar la “especial dificultad” que es lo que corresponde 
evaluar en una prolongación de prisión preventiva. 

DDDDeeeecimocimocimocimoquintoquintoquintoquinto.... En cuanto a los demás agravios, destinados a desvanecer la 
existencia de gravedad y fundabilidad de los elementos materiales de 
investigación que sostuvieron la prisión preventiva, a pesar que se insiste 
en caminar por el sendero extraviado que justificaría una solicitud de cese 
o revocatoria de la prisión preventiva, bajo el pretexto que los 
razonamientos jurisdiccionales de la señora jueza suprema a quo son 
incongruentes, dada su pretensión es nulificante; además, de ser un tema 
que no concierne a una prolongación de prisión preventiva que posee 
reglas procesales propias y específicas. Aún así, a efecto de no dejar sin 
respuesta los agravios expresados, debe decirse que: 

i)i)i)i) en cuanto al testimonio de Loana Paredes Müller que dijo que el recurrente y la 
agraviada eran amantes, también se descarta, porque según máximas de 
experiencia, el hecho de ser enamorados o tener un vínculo no puede descartar 
que pudiera existir violación; concierne al ámbito de una sospecha suficiente que 
requiere actos de corroboración, en cuya pesquisa es posible que exista dificultad 
especial sobreviniente, contexto propio de la prolongación preventiva; 

ii)ii)ii)ii) el elemento de convicción pasible de sostener el argumento defensivo de 
precipitación de la fundabilidad, sería que el perito de parte auscultando a la 
víctima encuentre un resultado distinto al hallado por el perito oficial; ese 
resulta ser un cuestionamiento fáctico, pero que la anamnesis en la pericia oficial 
no cumplió con una mejor técnica, no rebate la conclusiones ni determina que 
son inverosímiles; en todo caso, es un escenario de valoración que corresponderá 
disolverse en el juzgamiento;  

iii)iii)iii)iii) en cuanto a la embriaguez de la víctima (foja 571), sí es un dato científico que 
acreditaría que no estuvo en ese estado, pero la fiscalía postuló la violación 
sexual en incapacidad de resistir y la violación sexual agravada, la primera no 
tendría respaldo, pero no determina que no se acredite el contexto de libación de 
licor (escasa embriaguez) que ahora sostiene la fiscalía; es un tema de probanza 
que corresponde al juzgamiento; 

iv)iv)iv)iv) las discrepancias entre peritos psicológicos y psiquiatra, serán materia de 
disolverse en el juzgamiento, pues no apoyan, ni tampoco descartan la hipótesis 
fiscal; el escenario de duda sólo permite considerar que tales elementos de 
investigación no permiten una respuesta uniforme, cuya disolución o mejor 
valor será asunto que se verá en un eventual juzgamiento; 

v)v)v)v) la incriminación persistente de parte de la víctima todavía se encuentra 
respaldada en el contenido del certificado médico, pese al cuestionamiento de la 
defensa, ya que tal objeción no proviene de un examen físico diferente, sino 
únicamente de una criticada técnica; la defensa no cuestiona que el médico no 
hizo la pericia o que exista un galeno que hubiera encontrado un resultado físico 
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contrario, sino versa sobre las interpretaciones conclusivas; también aparecen 
respaldando la tesis fiscal por ahora los testimonios sobre haberla visto llorosa y 
nerviosa, las grabaciones fílmicas aportadas por el enamorado de la agraviada, 
quien insiste en haber escuchado gemidos. Lo propio ocurre con el peritaje del 
lenguaje verbal de los videos donde participan la agraviada y su pareja, así como 
con el perfil psicosexual practicado al procesado, los cuales corresponden ser 
dilucidados al interior del debate a realizarse en el juzgamiento.  

DDDDeeeecimocimocimocimosextosextosextosexto.... Por otro lado, enderezando el razonamiento que 
corresponde, examinando si existe o no motivos que justifican la existencia 
o no de especial dificultad o manutención del peligrosismo que justifique la 
prolongación, se tiene que precisar que todos los argumentos expuestos 
por el recurrente están encaminados a discutir un tema de variación de la 
medida, que no corresponde a este incidente; sino que los argumentos 
deben versar sobre la prolongación de prisión preventiva que tiene 
delimitados los aspectos que deben analizarse.  

DDDDeeeecimocimocimocimoséptimoséptimoséptimoséptimo.... Previamente, debe señalarse que, sobre lo expuesto, es 
cierto que existen dos sentencias, una de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos y otra del Tribunal Constitucional, que escoltan una 
importante doctrina que exige la revisión periódica incluso de oficio de la 
prisión preventiva para evitar la reclusión injustificada; sin embargo, esta 
obligación reposada en el fundamentalismo libertario, favor libertatis, en 
primer orden, debe ser casuística, no sólo aritmética; será el caso concreto 
el que determine la intensidad o frecuencia de esta revisión; pues este 
razonamiento lineal corresponde siempre que no exista en el Código 
Procesal Penal algún mecanismo en concreto, o en el caso específico se 
evidencie en el expediente que no existe ninguna posibilidad de que la 
parte lo pida, se trate de un imputado en condición de vulnerabilidad o el 
juez de garantías, tenga la certeza, por la dinámica procesal de la 
existencia de elementos materiales de investigación que hubieran 
modificado (rebus sic stantibus) las condiciones por las que se emitió la 
prisión preventiva; porque si el legislador ha previsto que la parte lo puede 
pedir, entonces la obligación del juez de revisar de oficio las prisiones 
preventivas; aunque no se excluye su funcionalidad y validez 
constitucional, sólo sería factible si el código no lo permitiera, pero la 
normatividad adjetiva peruana lo permite, y no sólo lo permite, sino que 
además ha consignado que puede pedir la variación o el cese las veces que 
lo requiera; no existe impedimento alguno para ello. Por lo tanto, la 
revisión de una prolongación se debe concentrar en sus dos elementos 
básicos, como se mencionó reiteradamente, ut supra.  

DDDDeeeecimocimocimocimoctavoctavoctavoctavo.... Dicho ello, la jueza suprema de investigación preparatoria y 
las partes han llevado la discusión por un terreno que no corresponde, para 
eso existe la variación de prisión preventiva oficiosa o a pedido de parte; si 
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los medios de convicción han desaparecido o se han precipitado o si fuera 
una modificación de corroboración manifiestamente patente o el prisionero 
no tuviera forma alguna de solicitarlo. El juez tiene que cumplir la ley y 
ordenar las cosas en el cauce que corresponda, es decir, si hay un artículo 
que permite la variación de la prisión o el cese ese es su camino, no se 
puede utilizar otros procedimientos para analizar situaciones que no 
corresponden. De ese modo se descarta la aplicación, en este caso 
específico, de la jurisprudencia interamericana invocada que no es 
pertinente, no se conoce que exista dilaciones indebidas, que el recurrente 
esté imposibilitado de pedirla, que exista un contexto de persona en 
condiciones de vulnerabilidad, o que la jueza de garantía suprema, hubiera 
conocido con certeza actos o elementos de investigación preparatoria que 
hubieran podido modificar las razones que justificaron la prisión 
preventiva o cualquier otra razón semejante; mucho más si el procesado 
puede activar este pedido, las veces que considere, como corresponde. 

DDDDeeeecimocimocimocimonovenonovenonovenonoveno.... Volviendo el tema de decisión a su cauce pertinente, 
únicamente el asunto debe versar sobre si lo elementos han generado una 
sobreviniente dificultad y segundo si el peligrosismo subsistente no puede 
impedirse. En cuanto a lo primero, lo que alega la parte es que no se ha 
dado respuesta a todas las objeciones realizadas, lo cual es verdad, no se 
dio respuesta a todas, pero la jueza no tenía obligación de contestar 
ninguna por que ha llevado la discusión como si se tratara de una variación 
o un cese de prisión preventiva, cuando el escenario es la prolongación de 
la prisión preventiva; y segundo, respecto de la prolongación se dice que 
las razones esgrimidas por la fiscalía al respecto son: se ha tenido que 
realizar actos de investigación (pericias médicas, psicológicas y psiquiátrica, 
verificación de registros fílmicos, testimonios) tanto solicitados por las partes 
como ordenados por el órgano jurisdiccional; el razonamiento de especial 
dificultad no es si la partes pueden o no ejercitar su derecho de defensa, 
para solicitar actos de investigación o recojo de materiales o evidencias con 
fines de prueba; como tampoco que el órgano jurisdiccional pueda o no 
ordenar se practiquen actos de investigación; lo que debe verificarse es si 
tales actuaciones que no han sido negadas: el procesado presentó o postuló 
la realización de varias diligencias o de actos de investigación que deberían 
hacerse y la fiscalía inicialmente se negó, pero tuvo que hacerse por orden 
judicial; tales actuaciones no previstas en el proyecto temporal o estrategia 
fiscal que determinó el asunto como investigación simple, le imprimieron 
una dificultad insólita que prolongó la tarea fiscal en el tiempo, y generó 
inusitadamente en el caso específico, un despliegue de acciones fiscales no 
planificadas; lo cual sí constituye una especial dificultad, porque la 
investigación desplegada por la fiscalía saldría del curso previsto. 
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VigésimoVigésimoVigésimoVigésimo.... En ese sentido, al exigir actos de investigación que debía 
practicar el fiscal, consistentes en la declaración de Loana Paredes Müller, 
la recepción de la declaración especializada (experta) del médico legista 
Jorge Luis Inca Torres recibida, la visualización y transcripción del 
contenido del CD que fue aportada por la defensa del recurrente el quince 
de mayo de dos mil veintitrés, que se realizó en tres sesiones que 
culminaron el ocho de septiembre de dos mil veintitrés; la recepción del 
informe pericial psicológico de Bredman Eusebio Arteaga Rojas; todos 
estos actos, no estuvieron previstos en el plan de investigación de la 
fiscalía, prolongaron en el tiempo la investigación, en particular porque 
aunque no deja de tener razón el señor representante del Ministerio 
Público que pudo ofrecerlos en la etapa intermedia para su actuación en el 
juicio, y sin negarle al recurrente como insiste, que es el ejercicio propio de 
su derecho a defenderse; lo importante es determinar si todo ello, aunque 
fuera de derecho, importa una especial dificultad y en lo que al menos, se 
reconoce por sendas partes es que “importaron” (tiempo pretérito) 
dificultad en su realización. Engendrando, con ello, un tiempo adicional al 
que pudiera ser previsto para el curso suficiente de una investigación 
simple, incluso imprimieron una dificultad anormal que prolongó la tarea 
fiscal en el tiempo, y generó en el caso específico, un despliegue de acciones 
fiscales no planificadas ni previstas. 

VigesimoVigesimoVigesimoVigesimoprimero.primero.primero.primero. Este escenario incumbe a una especial dificultad, de un 
lado; y, por otro lado, con relación a las pericias que ya se habían 
practicado y eran de cargo, como el certificado médico legal que daba 
cuenta de la presencia de lesiones, pero del que se pidió que un perito de su 
libre elección lo analice, quien hizo su propio informe pericial, ha merecido 
tiempo y se ha tenido que actuar, cuando no era indispensable que se 
adicione, pero resultaba atinente desde la estrategia defensiva, dichos 
aspectos no dependieron de la proactividad de la fiscalía porque estaba 
obedeciendo al ejercicio del derecho de defensa del recurrente y al mandato 
judicial lo cual, en la práctica, hizo que se prolongue de forma no prevista 
la investigación preparatoria. 

VigesimosegundoVigesimosegundoVigesimosegundoVigesimosegundo.... La especial dificultad acreditada que ha sobrevenido en 
este caso, ha sido objetada por la defensa del recurrente en audiencia de 
vista, fortaleciendo sus argumentos escritos, se ha dado en el pasado -
afirmó-; pero la regla procesal del código adjetivo y la jurisprudencia 
suprema, exige que tal dificultad no sólo haya ocurrido en el pasado; sino 
que sea presente y futura. En ese sentido, en aplicación de los principios 
lógicos de identidad y a fortiori, si un fenómeno del pasado debe ser 
examinado o repetido en el presente o en el futuro, es de suyo que el 
tiempo utilizado (más de cinco meses) se mantenga en el tiempo presente o 
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futuro que se tenga que examinar, permaneciendo cuando menos la misma 
dificultad epistemológica que determinó su primaria actuación. Luego, se 
tendrá que prolongar en la etapa intermedia dado que para la admisión de 
peritos de parte u oficiales importará desplegar un debate, y cuando vaya a 
juicio también, e incluso cabe la posibilidad de actuar una pericia 
dirimente, dada la divergencia entre sendos informes periciales. Entonces 
con todo eso, sí se presenta una especial dificultad presente y futura, o 
prolongación de la investigación o del proceso. Es obvio, que no se trata de 
certeza ya que es un pronóstico de un fenómeno en potencia, pero la 
rectoría de los principios lógicos de identidad (las entidades son simétricas si 
algo fue, será) y a fortiori (si para realizarlo hubo dificultad; para examinarlo, la 
dificultad no desaparecerá, con mayor razón se dificulta). 

VigesimoterceroVigesimoterceroVigesimoterceroVigesimotercero.... En cuanto a la obstaculización y el peligrosismo, este 
último se mantiene por que la situación primigenia no ha variado en nada.  
Y sobre la obstaculización, probablemente varíe dado que culminó la 
investigación, pero no significa que no se pueda obstaculizar el proceso, 
pues no fluiría rápidamente, en tanto que no tiene domicilio pues el 
identificado por el procesado no fue ubicado por autoridad pública, el 
arraigo laboral y familiar, tampoco son de calidad, dado que no vive con su 
mamá, no tiene familia, ni hijos; no posee trabajo, y su elección popular 
como congresista ya no existe. 
Es un error señalar que la obstaculización sólo se producirá en la 
investigación fiscal, sino que esta puede trasladarse al proceso, por 
ejemplo, influir en los testigos para que no se presenten y otra serie de 
cosas. 

VigesimocuartoVigesimocuartoVigesimocuartoVigesimocuarto.... Se ha objetado lo expuesto sobre la obstaculización al 
sostener que posee deficiencia motivadora, al respecto, además de lo ya 
señalado sobre este agravio, existe un apartado subsistente, sobre la falta 
de hallazgo del preservativo en el acta de inspección fiscal, como del hecho 
que la testigo Loana Paredes Müller hubiera manifestado que se le solicitó 
no decir la verdad. En principio, como se insiste si bien se trata de 
argumentos extraviados de lo que corresponde al razonamiento de una 
prolongación de prisión preventiva, como se ha resaltado varias veces ut 
supra, no socava la validez del razonamiento, porque se trata de un 
aggiornamento para mayor abundar en una conclusión a la que ya había 
arribado la señora jueza a quo, sobre la presencia de peligrosismo. 

VigesimoquintoVigesimoquintoVigesimoquintoVigesimoquinto.... Por último, también se cuestiona la proporcionalidad del 
plazo de prolongación fijado. Al respecto el artículo 7.5 de la Convención 
Americana garantiza el derecho de toda persona detenida en prisión 
preventiva a ser juzgada dentro del plazo razonable o ser puesta en 
libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Este derecho impone 
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límites temporales a la duración de la prisión preventiva y, en 
consecuencia, a las facultades del Estado para proteger los fines del 
proceso a través de este tipo de medida cautelar. La misma Sentencia 
interamericana (caso Bayarri vs. Argentina), establece que el imperio de la 
ley nos permite señalar que el retardo en la impartición de justicia implica 
la carencia de una explicación razonada en lo referido a la emisión de las 
decisiones judiciales y fiscales, en consecuencia, estimamos pertinente 
seguir la línea de razonamiento de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, quien sostiene la doctrina del plazo, consistente en que la 
razonabilidad del plazo no se mide en función de días, meses o años 
establecidos en forma fija y abstracta, sino caso por caso, en función al 
análisis global del proceso penal y de los elementos precisados por ella 
misma para evaluar la razonabilidad del plazo. Después, la prolongación 
del plazo no puede justificarse sólo en la gravedad o las características del 
autor1. 

VigesimosextoVigesimosextoVigesimosextoVigesimosexto.... La razonabilidad del plazo, no sólo debe ser proporcional a 
los hechos atribuidos en el presente caso; en efecto, se trata de un ex 
Congresista de la República, que realizó los hechos atribuidos, según su 
defensa de modo consentido, y en forma entusiasta en varias partes por eso 
explica las marcas corporales, evento ocurrido además dentro de la 
dependencia pública y con un personal asignado a su despacho, con 
relación laboral vigente, quien sería la supuesta víctima, lo que les imprime 
a los hechos especial gravedad. Sino que, la razonabilidad del plazo 
prolongado debe corresponder a los trabajos fiscales y judiciales que 
importan (pasados y futuros), considerando el despliegue de una 
investigación, que importó además de la actuación del Ministerio Público, 
la del interesado, cuya imputación alternativa (inicialmente se imputó la 
comisión alternativa de ilícitos) se disipó, pero que deriva en la necesidad de 
prolongar la medida coercitiva en tanto que los presupuestos iniciales de 
dificultad de actuación no han variado e importará su actuación en el 
juzgamiento, en la misma forma. En ese sentido, el tiempo adicional 
resulta razonable y proporcional. 

VigesimoVigesimoVigesimoVigesimoséptimoséptimoséptimoséptimo.... Así, en virtud de los parámetros expuestos, esta Sala 
Penal Suprema aprecia que en el auto de primera instancia no se vulneró el 
principio jurisdiccional de la motivación de las resoluciones judiciales, 
instituido en el artículo 139, numeral 5, de la Constitución Política del 

 

1 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, emitida en la Resolución CIDH 199 en el caso Juan Carlos Bayarri vs. 
Argentina, Sentencia de Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas del treinta de octubre 
de dos mil ocho, Fundamento 74. Cfr. Cfr. Resolución 153, Caso López Álvarez Versus Honduras, 
Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia del 01 de febrero de 2006, supra, Fundamento párrafo 69. 
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Estado, el exceso de pronunciarse sobre la verificación de la prisión 
preventiva en sí misma, no desmerece la conclusión, porque resultan un 
homenaje a verificar el respeto o no al principio de favor libertatis. De este 
modo, el recurso de apelación se declarará infundado y el auto de primera 
instancia será confirmado. 

DECISIÓNDECISIÓNDECISIÓNDECISIÓN    

Por estos fundamentos, los señores jueces integrantes de la Sala Penal 
Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República: 

I.I.I.I.    DECLARARON INFUNDADODECLARARON INFUNDADODECLARARON INFUNDADODECLARARON INFUNDADO el recurso de apelación. 

II.II.II.II.    CONFIRMARONCONFIRMARONCONFIRMARONCONFIRMARON el Auto n.o 3 (de primera instancia), del veinticuatro de 
octubre de dos mil veintitrés (foja 742), emitido por el Juzgado 
Supremo de Investigación Preparatoria de la Corte Suprema de 
Justicia de la República, que declaró fundado el requerimiento de 
prolongación de prisión preventiva contra el imputado FREDDY 

RONALD DÍAZ MONAGO en el proceso que se le sigue por el presunto 
delito de violación sexual agravado, en perjuicio de la víctima 
identificada con las iniciales M. J. P. R.; y prolongó por nueve (09) 
meses adicionales la medida de prisión preventiva decretada, que se 
computará desde el veinte de noviembre de dos mil veintitrés y 
vencerá el diecinueve de agosto de dos mil veinticuatro. 

III. III. III. III.         DISPUSIERONDISPUSIERONDISPUSIERONDISPUSIERON que el presente auto de apelación se publique en la 
página web del Poder Judicial. Hágase saber y los devolvieron. 

Intervino el señor juez supremo Peña Farfán por vacaciones de la 
señora jueza suprema Altabás Kajatt.    
    
SS.SS.SS.SS.    
SAN MARTÍN CASTRO 
LUJÁN TÚPEZLUJÁN TÚPEZLUJÁN TÚPEZLUJÁN TÚPEZ    
SEQUEIROS VARGAS 
CARBAJAL CHÁVEZ 
PEÑA FARFÁN 
 

MELT/jj     
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Lima, diecinueve de julio de dos mil veintidós 

VISTO: el recurso de nulidad formulado 
por el acusado ALFREDO JAIR ZUBIATE RODRÍGUEZ contra el Auto del 10 de 
septiembre de 2021, emitido por la Octava Sala Penal Liquidadora de la 
Corte Superior de Justicia de Lima, que, por mayoría, le variaron el mandato 
de comparecencia con restricciones por prisión preventiva, por el plazo de 9 
meses, en el proceso penal que se le sigue por el delito de robo con 
circunstancias agravantes, en perjuicio de Gerardo Paulino Inga. 

Con lo expuesto por el fiscal supremo en lo penal. 

Ponencia de la jueza suprema PACHECO HUANCAS. 

CONSIDERACIONES 

IMPUTACIÓN FISCAL 

1. Según la acusación fiscal, Dictamen N.º 438-20191 y oral2, se le atribuye
al imputado ALFREDO JAIR ZUBIATE RODRÍGUEZ haber cometido el delito de
robo con circunstancias agravantes, en conjunto con los llamados Negro
Alonso y Jesús, en perjuicio de Gerardo Paulino Inga.

1  Cfr. páginas 58 y ss. 
2  Cfr. páginas 72 y ss. 

NULO EL AUTO DE VARIACIÓN DE COMPARECENCIA 

CON RESTRICCIONES POR PRISIÓN PREVENTIVA 

La Sala Superior llevó a cabo la audiencia de revocatoria del 
mandato de comparecencia con restricciones por prisión 
preventiva y, por mayoría, dispuso la revocatoria de la medida 
coercitiva, sin observar los cauces de la formalidad de la 
notificación y el derecho del procesado de tomar conocimiento 
de la medida gravosa impartida en su contra de prisión 
preventiva, por el plazo de 9 meses, la cual tiene impacto 
relevante y en su derecho fundamental de libertad personal. 

Cabe destacar que en el Código de Procedimientos Penales no se 
tiene una disposición legal específica sobre el acto de 
notificación. En tal sentido, rige supletoriamente lo prescrito en 
el artículo 155 del Código Procesal Civil. 

Y, el artículo 127, inciso 4, del Código Procesal Penal, prescribe 
“si las partes tienen defensor o apoderado, las notificaciones 
deberán ser dirigidas solamente a estos, excepto si la Ley o la 
naturaleza del acto exigen que aquellas también sean 
notificadas”. Ello encuentra razonabilidad por el tipo de 
resolución que se comunicaba, como la revocatoria de 
comparecencia restringida por prisión preventiva, que está 
vinculada directamente a la restricción de su libertad. 

En este orden de ideas, entendemos que este Supremo Tribunal 
no puede ingresar a analizar el fondo del asunto, puesto que se 
incurrió en la causal de nulidad prevista en el artículo 298.1 del 
Código de Procedimientos Penales. Es de rigor rescindir el auto 
recurrido y disponer que, de ser el caso, se practique una nueva 
audiencia, que se debe llevar a cabo con las formalidades 
establecidas en el artículo 271 del Código Procesal Penal. 
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El 13 de octubre del 2013, a las 06.30 horas, aproximadamente, por las 
inmediaciones del Mercado Micaela Bastidas del Asentamiento Humano 
Indoamérica, en el distrito de Chorrillos, cuando Gerardo Paulino Inga 
retornaba de una reunión social donde había ingerido bebidas alcohólicas, se 
encontró con el imputado Zubiate Rodríguez, conocido como Rocoso, a 
quien le invitó unas cervezas por el motivo de haber defendido a su sobrino, 
quien días antes fue atropellado; el imputado se encontraba acompañado de 
los conocidos con los apelativos Negro Alonso y Jesús. En esas 
circunstancias, el agraviado recibió una llamada telefónica y luego guardó su 
teléfono celular en el bolsillo de su casaca, lo cual fue observado por los 
sujetos antes mencionados, uno de ellos, el Negro Alonso, empujó al 
agraviado, e hizo caer al suelo su celular; pero, al intentar recogerlo, fue 
agredido físicamente por Zubiate Rodríguez con un golpe de puño en el 
rostro, y logró que los demás se llevaran su celular, marca Alcatel, del 
operador telefónico Movistar y número 999433833. Asimismo, lo despojaron 
de su canguro, que contenía su billetera con su documento nacional de 
identidad (DNI) y la suma de S/ 80.00 (ochenta nuevos soles), para luego 
darse todos a la fuga.  

Luego, el agraviado, al ir a su cuarto, se encontró con su vecino Carlos 
Enrique Rodrigo Santos y lo convenció para que lo acompañe a recuperar sus 
pertenencias. Al observar que el imputado Zubiate Rodríguez se encontraba 
caminando cerca al lugar de los hechos, le reclamó la devolución de sus 
objetos personales, pero fue nuevamente agredido por dicha persona; por lo 
que, se suscitó un enfrentamiento entre ambos. Ante la intervención de otros 
sujetos, quienes lanzaban piedras, su vecino Rodrigo Santos intervino en su 
defensa, a quien, al intentar protegerse de las piedras, se le cae su celular, el 
cual es tomado por uno de estos sujetos, quienes luego se retiraron.

FUNDAMENTOS DEL AUTO IMPUGNADO 

2. El Tribunal Superior, en el Auto de variación del mandato de
comparecencia con restricciones por prisión preventiva, razonó:

2.1. El 07 de septiembre de 2021, el acusado no acudió a la sesión de 
audiencia programada para la continuación del juicio oral, y se 
evidenció que no cumplió con presentarse; motivo por el cual se difirió 
la audiencia para el día siguiente (octavo día hábil), a la cual tampoco 
se presentó, con lo cual incumplió con las reglas de conducta impuestas 
con el mandato de comparecencia. 

2.2. La abogada defensora pública, al insistir comunicarse vía telefónica con 
el acusado, logró contactarse con su conviviente y tomó conocimiento 
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de que el acusado había sufrido el robo de su celular, sin especificar el 
día y la hora de dicho incidente; y, que había acudido a vacunarse 
contra el COVID-19. 

2.3. El acusado, desde el inicio del juicio oral, no señaló una dirección 
electrónica para su notificación, se conectaba a las audiencias a través 
del correo electrónico de su defensa técnica. 

2.4. El acusado se ausentó de la continuación de las audiencias, pese a tener 
pleno conocimiento del proceso penal en su contra, así como, de la 
medida coercitiva de variación de la comparecencia con restricciones en 
caso de no asistir al juicio oral. Esta conducta reiterada por parte del 
procesado evidencia el peligro procesal, su evasión al proceso y a dar 
cumplimiento a lo ordenado por el Colegiado. 

EXPRESIÓN DE AGRAVIOS 

3. Tanto la defensa pública como privada del encausado Alfredo Jair
Zubiate Rodríguez, en su recurso, platearon como reclamos lo siguiente:

3.1. No existen nuevos elementos que resulten ser indicios delictivos 
fundados de que el imputado esté incurso en los supuestos del artículo 
268 del Código Procesal Penal. A nivel policial, solo existe la 
sindicación por parte del agraviado, quien en juicio oral presentó un 
escrito que señala que el procesado no fue la persona que cometió el 
robo en su contra. 

3.2. El acusado acudió a todas las audiencias continuadas de juicio oral. Si 
bien no se presentó a la audiencia del 07 de septiembre, fue por haber 
sufrido la pérdida de su celular. 

3.3. Se vulneraron sus derechos, pues no se le notificó en su domicilio real 
para que participe en la audiencia de prisión preventiva. 

3.4. Se vulneró su derecho de defensa. La decisión no fue proporcional, al 
no existir graves y fundados elementos de convicción. 

3.5. No se valoró adecuadamente el informe de la abogada defensora 
pública, quien señaló que la ausencia del acusado se debió a que fue 
víctima de robo. 

3.6. Infracción al artículo 139.5 de la Constitución, pues la resolución de 
variación contiene el vicio de motivación aparente.

OPINIÓN DEL FISCAL SUPREMO EN LO PENAL 
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4. El fiscal supremo en lo penal, en su dictamen, opinó que se declare no
haber nulidad en la resolución recurrida en los términos que se detallan a
continuación:

4.1. La inconcurrencia del acusado a la audiencia se valoró como elemento 
sustancial que generó un peligro procesal suficiente para dictaminar el 
mandado de prisión preventiva en su contra, pues no se acreditó la 
pérdida del celular que señaló la defensa del acusado como justificación 
de su inconcurrencia a la audiencia de juicio oral; más aún si se 
encuentra con mandato de comparecencia con restricciones y bajo 
apercibimiento. 

4.2. Si bien no se le notificó a su domicilio real la audiencia de prisión 
preventiva, sí fue notificado a través de su abogado defensor, quien 
realizaría su defensa material. 

4.3. El acusado tenía conocimiento del apercibimiento de variación y, pese a 
ello, no concurrió. Además, la valoración de otros medios de prueba, 
relacionados a la materialidad del delito, no son objeto de análisis, pues 
este debe analizarse en el proceso y no en este incidente, donde la 
valoración se centra en la conducta procesal del acusado. 

4.4. No se infringió lo establecido en el artículo 139.5 de la Constitución, 
puesto que sí se motivó adecuadamente la resolución impugnada. Tal es 
así que incluso existe un voto singular.

ITINERARIO DEL PROCESO  

5. El 14 de octubre de 2013, la Comisaría de Mateo Pumacahua, mediante
Oficio N.º 1424-2013-REGPOL-LIMA-DIVTER-SUR-2-CMP-DEINPOL3,
pone a conocimiento del Ministerio Público que el 13 de octubre del mismo
año, en el distrito de Chorrillos, Gerardo Paulino Inga habría sido víctima del
delito de robo con agravantes, por parte de los sujetos conocidos como Negro
Alonso y Jesús, ambos no habidos; y, asimismo, por Alfredo Jair Zubiate
Rodríguez, quien fue detenido.

6. El mismo día, la Trigésima Octava Fiscalía Provincial Penal de Lima
formalizó denuncia penal4 contra Alfredo Jair Zubiate Rodríguez, alias
Rocoso, por el delito de robo con agravantes.

3  Cfr. página 1. 
4  Cfr. páginas 23 y ss. 
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7. El Juzgado Penal de Turno, mediante el Auto de inicio de proceso del 14
de octubre de 20135, resolvió abrir instrucción en la vía ordinaria contra el
denunciado, como presunto autor del delito contra el patrimonio – robo con
circunstancias agravantes, en agravio de Gerardo Paulino Inga, y reservó el
pronunciamiento respecto a la medida coercitiva.

El 16 de octubre de 20136, el Juzgado notificó al imputado la medida 
coercitiva de comparecencia restringida impuesta en su contra, sujeta al 
cumplimiento de las siguientes reglas de conducta: 

a)  no ausentarse del lugar de su residencia sin autorización del juzgado;

b)  comparecer cada treinta días, en forma obligatoria, al Registro de Control
Biométrico de Lima, a fin de registrar su firma en los días que se fije
oportunamente;

c)  acercarse al local del Juzgado al cual será derivado en el término de diez
días a fin de acreditar su domicilio actual y laboral; y

d)  pagar una caución de trescientos nuevos soles en el término de diez días,
la cual será depositada en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado
correspondiente, bajo apercibimiento de que, previo requerimiento, se le
revoque la medida y se les dicte mandato de detención.

8. Mediante el Dictamen N.º 438-20197, presentado el 09 de setiembre de
2019, la Tercera Fiscalía Superior Penal de Lima formuló acusación contra
Alfredo Jair Zubiate Rodríguez por el delito de robo con circunstancias
agravantes; y se corrió traslado a los sujetos procesales. Así, el 09 de marzo
de 2020, la Sala Penal emitió el Auto de enjuiciamiento8, donde declaró
haber mérito para pasar a juico.

9. De tal modo que, el 14 de junio de 2021, se dio inicio al juicio oral, el
cual transcurrió con normalidad hasta la sesión n.º 10, del 26 de agosto de
2021, en la que se le notificó al procesado para su concurrencia a la siguiente
audiencia, programada para el 07 de septiembre del mismo año, bajo
apercibimiento de variarle la medida coercitiva de comparecencia con
restricciones por la de prisión preventiva, en caso de su inconcurrencia.

5  Cfr. páginas 28 y ss. 
6  Cfr. página 33. 
7  Cfr. páginas 58 y ss. 
8  Cfr. páginas 71 y ss. 
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10. Mediante razón9 del 07 de septiembre del 2021, el secretario de la Sala
dio cuenta de la inconcurrencia del acusado a la audiencia pública de la
fecha. Al estar en el séptimo día hábil, se difirió la citada audiencia para el 08
de septiembre del mismo año. Sin embargo, el acusado tampoco concurrió a
la audiencia pública del 08 de septiembre; lo que dio cuenta el secretario de
la Sala y declararon quebrado el juicio10.

11. Ante esta situación, la Sala, mediante el Auto del 10 de septiembre de
2021, por mayoría, varió el mandato de comparecencia con restricciones del
16 de octubre de 2013, contra el imputado Zubiete Rodríguez, y lo reformuló
dictando prisión preventiva por el plazo de 9 meses.

En el citado auto consta el voto singular de la jueza Rodríguez Vela, quien, 
en atención a que no se cumplió con la formalidad de la notificación del 
procesado para su concurrencia a la audiencia de prisión preventiva, fue de la 
opinión de que se declare improcedente la variación de la medida coercitiva 
por la de prisión preventiva y que se reprograme nueva fecha, en la cual el 
acusado sea notificado debidamente. 

FUNDAMENTOS DEL SUPREMO TRIBUNAL 

12. El punto de partida para analizar la resolución recurrida es el principio de
impugnación limitada, que fija los límites de revisión por este Supremo
Tribunal, por el cual se reduce el ámbito de la resolución, únicamente, a las
cuestiones promovidas en el recurso aludido y las que configuran, en estricto,
la denominada competencia recursal del órgano de alzada.

Esta premisa tiene respaldo en el Expediente N.º 05975-2008 PHC/PC, 
fundamento 5, que expresa: “El principio de limitación aplicable a toda la 
actividad recursiva, le impone al superior o Tribunal de alzada la limitación 
de solo referirse al tema del cuestionamiento a través de un medio 
impugnatorio; es decir, el superior que resuelve la alzada no podría ir más 
allá de lo impugnado por cualquiera de las partes”.

13. Bajo tal umbral, se tiene que los agravios sustentados por la defensa
técnica del acusado, en lo central, cuestiona la vulneración al derecho de
defensa, que se materializa al no haber sido notificado para la audiencia de
variación de prisión preventiva, y alega que no se presentó a la audiencia de
continuación de juicio oral por haber perdido su celular donde tenía sus
contactos. En tal sentido, este Supremo Tribunal analizará si la revocatoria de

9  Cfr. página 117. 
10 Cfr. páginas 118. 
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la medida de comparecencia con restricciones por la de prisión preventiva 
afectó o no el derecho de defensa del imputado. 

14. Para efectos de mejor resolver lo que es materia de pronunciamiento en
el presente caso, se precisa que son dos las disposiciones legales que
establece el Código Procesal Penal para revocar una medida de
comparecencia con restricciones: el artículo 279 y articulo 287, literal c, que
prescriben lo siguiente: “Si el imputado no cumple con las restricciones
impuestas, previo requerimiento realizado por el fiscal o por el juzgador en
su caso, se revocará la medida y se dictará mandato de prisión preventiva. El
trámite que seguirá el juez será el previsto en el artículo 271”.

15. Jurisprudencialmente, es pertinente citar la Casación N.º 119-
2016/Ancash, que en sus fundamentos 2.4 y 2.5, establecidos como doctrina
jurisprudencial, señala los supuestos de modificación (variación o
revocatoria) del mandato de comparecencia por prisión preventiva:

[…] el artículo doscientos setenta y nueve, inciso primero, del Código Procesal Penal, 
operativiza, en términos generales, el principio de reformabilidad de la medida de 
comparecencia, tanto la referida en el artículo doscientos ochenta y seis, como la del 
artículo doscientos ochenta y siete del citado cuerpo legal; al resultar inadecuada la 
interpretación restrictiva del referido artículo, que pretende que el mismo solo se refiere 
a la posibilidad de variación de la comparecencia simple; al respecto solo cabe precisar: 
a) que al referirse dicho artículo al imputado “en situación de comparecencia”, no hace
ninguna distinción.

Por su parte, al artículo doscientos ochenta y siete, inciso tercero, establece una causal 
específica de revocatoria de la comparecencia con restricciones por prisión preventiva, 
sustentada en la variación ulterior de las circunstancias asegurativamente relevantes, 
evidenciada por el incumplimiento de las restricciones impuestas al imputado en 
situación de comparecencia, conducta procesal negativa que expresa un incremento del 
peligro procesal producido por el imputado. La interpretación que pretende establecer a 
partir de dicha causa específica, la única posibilidad de revocatoria de la medida de 
comparecencia con restricciones por la de prisión preventiva no solo contraviene el 
texto expreso del artículo en comento, sino que colisiona con los preceptos generales 
contenidos en los artículos doscientos cincuenta y tres y doscientos cincuenta y cinco 
del Código Procesal Penal. 

16. No obstante, para este supuesto de revocatoria de la comparecencia con
restricciones por una de mayor grado, como la prisión preventiva, también se
requiere del aporte de nuevos elementos que importen una variación
sustancial de las circunstancias que determinaron la imposición de la medida
a reformarse, que permitan un significativo incremento del peligro procesal;
de tal manera que la capacidad asegurativa de dicha medida (la
comparecencia con restricciones) se viera desbordada, lo que hace necesaria
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la imposición de la prisión preventiva para garantizar el adecuado desarrollo 
del proceso. Ello implica que también se deban cumplir con los presupuestos 
del 268 del Código Procesal Penal. 

17. En ese sentido, las medidas de coerción personal son de carácter
dinámico, susceptibles de variación o revocatoria en el proceso penal, y se
impondrán con estricto respeto al principio de proporcionalidad y necesidad.
Ello ha sido reconocido por nuestro ordenamiento jurídico en el artículo VI
del Título Preliminar y los artículos 203 y 253 del Código Procesal Penal.

18. Consecuentemente con lo vertido hasta aquí, el derecho a la libertad
personal no es un derecho absoluto, sino relativo; es decir, susceptible de ser
limitado en su ejercicio, como en el presente caso, donde inicialmente se le
impuso al procesado la medida coercitiva de comparecencia con
restricciones, que luego se le revocó por una prisión preventiva. Sin embargo,
se requiere no solo de la existencia de un peligro procesal fundado, sino,
además, del cumplimiento de los demás presupuestos, como la existencia de
graves y fundados elementos de convicción, que nos ubiquen por encima del
estándar de prueba exigido para la prisión.

19. Ahora bien, conforme se ha señalado en el caso, nos encontramos en el
supuesto del artículo 287.C del Código Procesal Penal, el cual regula que,
para la revocatoria de la medida de comparecencia por prisión preventiva, su
trámite debe seguir el procedimiento conforme a lo previsto en el artículo
271 del mismo cuerpo normativo; es decir, que la audiencia para determinar
su procedencia se celebrará con la concurrencia obligatoria del fiscal, del
imputado y su defensor y solo si el imputado se niega, por cualquier motivo,
a estar presente en la audiencia, será representado por su abogado o el
defensor de oficio.

Hecho que no sucedió en el caso, puesto que, conforme alegan las defensas del 
imputado, y así como fue mencionado en el voto singular del auto recurrido, el 
procesado Zubiate Rodríguez no fue debidamente notificado a su domicilio real 
para su concurrencia a la audiencia de revocatoria de la medida coercitiva, 
puesto que no es una notificación eficaz este tipo de comunicación a través de su 
abogada defensora de oficio, la cual, conforme se señala en el fundamento 
quinto del auto recurrido, mencionó que se contactó con la conviviente del 
procesado, quien le comunicó que este había sufrido el robo de su celular y, por 
tanto, no pudo contactarse con su abogada. 
20. En tal sentido, advertimos que la Sala Superior llevó a cabo la audiencia
de revocatoria de mandato de comparecencia con restricciones por prisión
preventiva y, por mayoría, dispuso la revocatoria de la medida coercitiva sin
observar los cauces de la formalidad de la notificación y el derecho del
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procesado de tomar conocimiento de la medida gravosa impartida en su 
contra de prisión preventiva por el plazo de 9 meses, que tiene impacto 
relevante y de gravedad en su derecho fundamental de libertad personal. 

21. Cabe destacar que en el Código de Procedimientos Penales no se tiene
una disposición legal específica sobre el acto de notificación. En tal sentido,
rige supletoriamente lo prescrito en el artículo 155 del Código Procesal Civil:
“El acto de la notificación tiene por objeto poner en conocimiento de los
interesados el contenido de las resoluciones judiciales. […] Las resoluciones
judiciales solo producen efectos en virtud de notificación hecha con arreglo a
lo dispuesto en este Código, salvo los casos expresamente exceptuados”.

Y, el artículo 127, inciso 4, del Código Procesal Penal, prescribe que “si las 
partes tienen defensor o apoderado, las notificaciones deberán ser dirigidas 
solamente a estos, excepto si la Ley o la naturaleza del acto exigen que 
aquellas también sean notificadas”. Ello encuentra razonabilidad por el tipo 
de resolución que se comunicaba, como la revocatoria de comparecencia 
restringida por prisión preventiva, que está vinculada directamente a la 
restricción de su libertad. 

En este orden de ideas, entendemos que, este Supremo Tribunal no puede 
ingresar a analizar el fondo del asunto, puesto que se incurrió en la causal de 
nulidad prevista en el artículo 298.1 del Código de Procedimientos Penales. 
Es de rigor rescindir el auto recurrido y disponer que, de ser el caso, se 
practique una nueva audiencia, la cual deberá llevarse a cabo con las 
formalidades establecidas en el artículo 271 del Código Procesal Penal. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los jueces supremos de la Sala Penal Transitoria de la 
Corte Suprema de Justicia de la República declararon: 

I. NULO el Auto del 10 de setiembre de 2021, emitido por la Octava Sala
Penal Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de Lima que, por
mayoría, variaron el mandato de comparecencia con restricciones por
prisión preventiva por el plazo de 9 meses, contra ALFREDO JAIR

ZUBIATE RODRÍGUEZ, en el proceso penal que se le sigue por el delito
de robo con circunstancias agravantes, en perjuicio de Gerardo Paulino
Inga.

II. ORDENAR que se realice una nueva audiencia de revocatoria de
comparecencia con restricciones por prisión preventiva por otro
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Colegiado, donde se deberán atender las consideraciones expuestas en 
la presente resolución.

III. ORDENAR que se levanten las órdenes de ubicación y captura
cursadas en contra del procesado ALFREDO JAIR ZUBIATE RODRÍGUEZ,
generadas como consecuencia del presente proceso.

IV. DISPONER que se devuelvan los autos al Tribunal Superior para los
fines de Ley y que se haga saber.

Interviene el juez supremo Núñez Julca por licencia del juez supremo 
Guerrero López. 

S. S. 

PRADO SALDARRIAGA 

NÚÑEZ JULCA 

BROUSSET SALAS 

CASTAÑEDA OTSU

PACHECO HUANCAS 

IEPH/kva 


